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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia, la impugnación interpuesta por la representante de la accionada Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, contra el fallo de tutela proferido el cinco (05) de agosto de dos mil cinco (2005) por la señora Juez Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.), dentro de la acción constitucional interpuesta por intermedio de apoderado por el ciudadano JORGE ARLEX GALVIS BETANCOURT.

2.- DEMANDA 

Relata el profesional del derecho, lo acaecido cuando en la cuenta que para el efecto tiene el señor GALVIS BETANCUORT, le apareció la suma de $8.773.804 cuando estaba esperando la mesada correspondiente al mes de mayo de este año y el retroactivo del aumento pendiente para el dos mil cinco (2005). Por desinformación económica, su poderdante consideró que tales dineros eran de su propiedad. Con posterioridad, se le comunicó por parte de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, entidad encargada de pagar su asignación de retiro, que el valor consignado era producto de un error y por consiguiente debía reintegrarlos, situación que el actor consideró injusta, así como la determinación de la Caja de descontarle sin previa autorización la asignación de retiro correspondiente al mes de junio de 2005 y la mesada adicional.

Destaca que los dineros consignados en exceso no fueron el producto de maquinación alguna por parte del señor GALVIS BETANCURT y que dispuso de ellos considerando que en verdad eran suyos, lo que lo exime de haber actuado de manera dolosa frente a esta situación.

Estima además que no se puede esgrimir el “ejercicio arbitrario de las propias razones” -sic-, pues aunque utilizó un dinero que no le correspondía, lo empleó en sus actividades laborales; empero, no se le puede descontar un dinero que se constituye en su sustento de él y su familia, habida cuenta que es la única entrada fija que percibe, lo que lesiona su integridad física y la de su núcleo familiar.

Pone de presente que su mandante, sugiere llegar a un acuerdo con la Caja de Retiro para definir los parámetros de descuentos que habrán de operar hacia el futuro o en su defecto, él pone a disposición una camioneta o un apartamento en la ciudad de Pereira para que sean vendidos y con el producto de dicha venta se pague el valor pagado de más.

Solicita que mediante la acción se ordene el reintegro de los dineros que han sido retenidos de manera ilegal, por requerirse para gastos de manutención del afectado y su familia, que no tiene forma de obtenerlos por otros medios, al considerar como violados los derechos fundamentales a la vida, debido proceso y de defensa del señor JORGE ARLEX GALVIS BETANCURT.

3.- FALLO 

La señora Juez Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.), tuvo en cuenta lo expresado por accionante y accionada en el presente evento y consideró que en realidad, se daba una vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa, pero no en lo que hacía con la vida, por lo siguiente:

Estaba demostrado que el señor JORGE ARLEX GALVIS BETANCURT era pensionado  de la Caja de retiro de las Fuerzas Militares, en su calidad de Sargento Viceprimero retirado del Ejército Nacional, que además para el mes de mayo de este año esperaba su mesada pensional más el retroactivo del aumento correspondiente a este año. En su cuenta personal le fue consignada la suma de $9.617.876 de los cuales solamente le correspondían $884.072, porque a pesar de devengar $1.214.934 por conceptos legales se le descontaban $370.862, es decir, que no le correspondían $8.773.804. Además, que dicha inconsistencia le había sido comunicada en forma oportuna al actor por parte del Director General de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares.

En ese entendido, consideró que determinar si el accionante actuó de mala fe sería desbordar el objeto de la tutela, pero además, no estaba probado que la comunicación sobre la no pertenencia de los dineros consignados le fuera enviada antes de disponer de tal suma, lo que aunado a la manifestación hecha en el escrito de tutela de haber pensado que le correspondían, requería se le creyera en acatamiento al principio de la buena fe.

En lo que hacía con el debido proceso, observó que no se habían seguido los parámetros constitucionales y legales para el caso concreto, dado que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares no tenía la competencia para proceder de manera unilateral a descontar un dinero inferior a lo consignado en exceso, sino que correspondía a la mesada de junio –sic- y la adicional de mitad de año y que a lo mejor, los descuentos continuarían de manera sucesiva hasta recuperar lo pertinente mediante descuentos arbitrarios.

Recordó que incluso en las demandas ejecutivas, previa exhibición del título respectivo se requería del decreto de medidas cautelares y que de todas maneras en los casos de embargo de salario no se podía exceder de la quinta parte de lo que exceda el salario mínimo, de donde se desprendía que aún existiendo obligación, no podía cancelarse dejando al deudor sin ningún tipo de ingreso para su congrua existencia. Pero si se trataba de procesos donde se podía embargar más de la quinta parte, como era el caso de las deudas contraídas con cooperativas y demandas por alimentos, siempre debía existir una providencia judicial ejecutoriada y una medida cautelar practicada dentro de los parámetros legales.

Destacó que si para obtener el pago de las obligaciones los acreedores pudieran realizar descuentos sin trámite judicial alguno y de manera unilateral, no existiría la jurisdicción civil para dirimir tales conflictos y produciría actuaciones ilegales propias de los paraestados y de organizaciones ilegales.

Concerniente al derecho de defensa, conceptuó que al no dársele oportunidad al accionante de controvertir pruebas y aportar lo que consideraba estaba a su favor y el no tramitarse un proceso ante la jurisdicción civil, también se había violentado esta garantía constitucional.

Empero, en lo que hacía con el derecho a la vida no lo consideró vulnerado por cuanto según lo manifestaba el petente la asignación de retiro no era el único ingreso para su subsistencia y, si así lo fuera, era claro que había dispuesto del dinero consignado en su cuenta de manera equivocada para financiar gastos de su congrua subsistencia. Sin embargo, en caso de continuarse descontando mes a mes la pensión si podría llegar a deteriorarse su calidad de vida al dejar de recibir lo necesario para sus gastos personales y familiares.

Advirtió el despacho de primera instancia que a pesar de existir la posibilidad de haberse infringido el artículo 252 del Código Penal, no disponía la compulsación de copias para su investigación, por cuanto la conducta allí sancionada era de aquellas que procedían por querella.

En ese orden de ideas, tuteló los derechos de defensa y debido proceso; en consecuencia, dispuso que un término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir la notificación del fallo se hiciera la devolución de lo injustamente descontado. 

4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la Caja de Sueldos de Retiro de las Fuerzas Militares no estuvo de acuerdo con el fallo proferido, como era apenas natural y consignó su inconformidad de la siguiente manera:

Hizo referencia a fallo proferido por un Juzgado de Ejecución de Penas de la ciudad de Bogotá, donde se concluyó que una actuación en similar sentido tomada por la Caja, había sido realizada conforme a derecho y por ende no se visualizaba violación de derecho alguno.

Enseguida, se refirió al principio de seguridad jurídica, que obliga a todas las personas a obedecer las prácticas formales comunes como manera de efectivizar las garantías del hombre y con base en ello criticó el fallo al cual calificó de generador de inseguridad jurídica dado que por un lado reprocha la conducta de la entidad, pero también la del actor en lo que se refería a la posible comisión de una conducta punible.

Adujo también que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares tenía un régimen especial que aparentemente fue desconocido por el Juzgado de instancia y trajo a colación el acuerdo No. 08 de 2002 por el cual se adoptan los Estatutos Internos de la Caja, y establecía como una de las funciones del director: “Ordenar la suspensión del pago de las asignaciones, pensiones y prestaciones a que se refiere el literal anterior, así como el descuento de las sumas indebidamente pagadas por tales conceptos, cuando a ello hubiere lugar de acuerdo con la ley”.

Manifiesta que el patrocinar a los administrados para aprovecharse del error de las entidades pagadoras va en detrimento del conglomerado de pensionados de ese establecimiento público del orden nacional.

Finalmente, solicita la revocatoria del fallo, dado que la entidad que representa no violó derecho fundamental alguno.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

De entrada, debe decir la Sala que no otra era la decisión a tomar en el presente evento, toda vez que no había autorización legal para dejar de cancelar en su totalidad las mesadas a que tenía derecho el señor JORGE ARLEX GALVIS BETANCURT, como de manera unilateral lo hizo la Caja de Sueldos de Retiro de las Fuerzas Militares.

La situación fáctica que comporta el presente evento, es bien particular habida cuenta de la manera poco ortodoxa en que procedió el accionante, al disponer de unos dineros que solamente por aparecer en su cuenta bancaria, no significaba necesariamente que eran de su propiedad ni mucho menos que estaba autorizado para hacer uso de ellos. Pero además, la decisión unilateral del organismo oficial que sin ningún miramiento y consideración decidió cobrarse directamente sin tener el menor escrúpulo en descontar de una sola vez las mesadas a que tenía derecho el militar retirado. Como se ve, no son propiamente modelos a seguir las actuaciones surtidas de parte y parte. 

No obstante lo dicho y si bien se comparte el criterio de la señora falladora de primera instancia, deben hacerse las siguientes observaciones sobre la providencia impugnada:

En primer lugar, que contrario a lo manifestado en el fallo, en el escrito de tutela hubo claridad en manifestarse que los dineros provenientes de la asignación de retiro, eran la única fuente para financiar los gastos de manutención del afectado y su familia, que no tenía forma de obtenerlos por otros medios
. En esas condiciones la actividad desplegada por la Caja de Retiro podía poner en peligro el mínimo vital del actor y el de su grupo familiar, que como se sabe, depende económicamente de él. Sobre este importante tópico, en la sentencia T960/04 M.P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ se reiteró la línea seguida por la Corte, cuando se dijo:

Con ocasión de los anteriores pronunciamientos, esta Corporación ha entendido el derecho al mínimo vital como el conjunto de necesidades básicas indispensables para garantizar la subsistencia digna de la persona y de su familia.
  Refiriéndose al alcance de este concepto, la Corte ha manifestado que, “sin un ingreso adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario, en forma tal que su ausencia atenta en forma grave y directa contra la dignidad humana.”
   De igual forma, la Corte ha hecho énfasis en que el concepto de mínimo vital varía dependiendo del análisis del caso concreto.  Al respecto ha señalado que éste no puede entenderse de manera uniforme pues como se ha indicado en anteriores pronunciamientos, “la idea de un mínimo de condiciones decorosas de vida (v.gr. vestido, alimentación, educación, salud, recreación), no va ligada sólo con una valoración numérica de las necesidades biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares condiciones de vida”.
 
Así pues, no cabe duda de la importancia de este derecho como presupuesto básico para el efectivo ejercicio y goce de los demás derechos fundamentales.  En tal sentido, la Corte ha sostenido que el mínimo vital se constituye en una “pre-condición básica para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona”.

De suerte que, la privación completa de las mesadas a que tenía derecho el señor JORGE ARLEX GALVIS BETANCURT, constituye una flagrante violación del derecho que le asiste a él y a su grupo familiar de llevar una vida digna y era además, otro de los factores que obligaban a proferir una decisión positiva a los intereses del tutelante como evidentemente ocurrió, aunque por razones un tanto diferentes.

De otro lado, uno de los elementos tenidos en cuenta en el fallo impugnado para conceder el amparo fue el considerar que de manera unilateral y sin que mediara decisión judicial se había decidido cobrar lo consignado en exceso por parte de la Caja. Contra tal argumento la impugnante aduce que por la naturaleza de la Caja, está estatutariamente facultada para proceder de esa manera.

Al respecto, es oportuno destacar que mediante la resolución número 2733 del treinta y uno (31) de agosto de dos mil cuatro (2004), precisamente el Director General de la Caja, consideró el tema de los descuentos, haciendo uso de las facultades legales que le confiere el Numeral 30 del Artículo 20 del Acuerdo 08 de 2002, de cuyo texto extraemos:

Artículo 10º. Prioridad de los Descuentos. Los descuentos los realizará la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares a través de la Sección de Sistemas, observando el siguiente orden de prioridades: a. Los legales o estatutarios b. Los embargos judiciales por alimentos y cooperativas. c. Las deudas a favor de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares d. Las deudas y compromisos adquiridos con entidades del Sector Defensa. e. Los descuentos reportados por asociaciones, cooperativas, empresas, fondos de empleados o entidades financieras, siempre y cuando estas consten en libranzas o hayan sido expresamente autorizadas por el afiliado o beneficiario.

Más adelante en el numeral 3º del artículo 11, al hablar de los requisitos que se deben llenar para efectuar descuentos por parte de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, se estableció: a) Contar con la capacidad técnica, administrativa y operativa que le permita atender, sin detrimento de su función misional, los requerimientos de los peticionarios para el manejo de los descuentos por nómina. b) Dar cumplimiento a las normas legales sobre el monto de los descuentos y demás aspectos regulados en la presente resolución.
Bien entendido ese poder discrecional de hacer descuentos para recobrar el pago de lo no debido, en aras de preservar el patrimonio del citado organismo, hace alusión al retiro de sumas entregadas sin respaldo en derechos alguno, como cuando a una persona se le consigna una prestación que no le ha sido legalmente reconocida. No puede entenderse referida esa potestad a los emolumentos que sí tienen un respaldo legal, como es el caso que nos ocupa, pues nadie discute que el aquí accionante efectivamente tiene la condición de pensionado y que como tal tiene derecho a ese pago. Obviamente, que al haberse hecho una entrega en exceso, no puede existir enriquecimiento sin causa por parte del señor GALVIS y por ese motivo debe responder ante la Caja, pero no por la vía de la retención de sus mesadas futuras.

Como se ve, se ha otorgado la facultad de efectuar descuentos, pero no la de cortar de un solo tajo el pago de la obligación prestacional, porque entre otras cosas, debe respetarse por parte de la Caja las disposiciones legales, de jerarquía jurídica superior, como la condición de inembargabilidad de las pensiones o asignaciones de retiro, que no buscan cosa diferente a evitar que se den situaciones de agravio como la que ahora concita la atención de la Sala y que fue en su momento remediada por la funcionaria a-quo.

La jurisprudencia desde tiempo atrás, destacó la necesidad de que la pensión sea pagada en sus justas proporciones, v. gr. cuando manifestó:

Es claro para la Corte, a contrario de lo que cree el fallador de instancia, que toda disminución ilegítima de una asignación de retiro es un atentado contra el derecho al trabajo, el cual en su calidad o modalidad de remunerado, tiene especial protección constitucional, pues la retribución que se recibe, así sea por inactividad causada, está inescindiblemente unida al trabajo que la persona realizó y es un efecto intocable de la situación; la asignación de retiro no es un don o gracia ni es tampoco una forma de previsión social general sino que tiene claros y precisos anclajes en el trabajo y es su consecuencia.

Es por tanto la vía civil la indicada para el cobro de los dineros de los cuales dispuso arbitrariamente el actor, sin perjuicio de la acción penal que pueda promover la entidad accionada en contra del accionante por el presunto punible de Aprovechamiento de Error Ajeno, dentro de la cual pueden lograrse acuerdos o utilizarse figuras que permitan solucionar el impasse presentado  vr gr  la conciliación reglada en el artículo 522 de la Ley 906 de 2005. 

Corolario, se confirmará la providencia impugnada pero se adicionará en cuanto también se concede el amparo respecto del derecho al mínimo vital como factor necesario para llevar una vida digna, en cabeza del tutelante y su grupo familiar. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo de tutela  proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas y se MODIFICA al conceder también el amparo al mínimo vital en cabeza del accionante y su grupo familiar.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
� Folio 2


� Ver sentencias T-426 de 1992,  T-011  y T-384 de 1998 y T-1001 de 1999. 


�  Sentencia T-818 de 2000.


� Sentencia SU-1354 de 2000. En el mismo sentido pueden consultarse las sentencias SU-995 de 1999, T-140 y T-205 de 2000. 


� Sentencia T-772 de 2003. 


� Sentencia T-454/92 M.P. Jaime Sanin Greiffenstein.
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